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SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION

VERSIÓN Pública de la Sentencia dictada por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Declaratoria General de Inconstitucionalidad 3/2025.

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Suprema Corte de Justicia de la Nación.- Secretaría General de Acuerdos.
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Ciudad de México. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión correspondiente al día 21 de abril de 2026, emite la siguiente:
RESOLUCIÓN
Correspondiente a la declaratoria general de inconstitucionalidad 3/2025, derivada de lo resuelto por la extinta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en el amparo en revisión 468/2024
, en el que declaró la inconstitucionalidad de los artículos 36 en su porción normativa “de nacimiento y en la” y 100 en su porción normativa “nacimiento y”, ambos de la Ley del Registro Civil del Estado de Jalisco.
I. ANTECEDENTES
1.
Juicio de amparo. Dos personas promovieron juicio de divorcio por mutuo consentimiento, en el que se declaró disuelto el vínculo matrimonial, se aprobó el convenio celebrado por las partes y se ordenó remitir copia certificada de la sentencia al Oficial del Registro Civil para las anotaciones correspondientes. Posteriormente, una de las partes solicitó a la Dirección General del Registro Civil de Jalisco que fueran retirados los sellos marginales relativos al matrimonio y divorcio que obraban en su acta de nacimiento, a lo que el Jefe de Departamento Jurídico respondió que era imposible atender lo solicitado.
2.
Inconforme, el interesado promovió juicio de amparo indirecto en el que reclamó del Congreso del Estado y del Poder Legislativo, la aprobación, promulgación y publicación de los artículos 36 y 100 de la Ley del Registro Civil del Estado de Jalisco y su aplicación por parte del Registro Civil de dicha entidad. El Juez de Distrito del conocimiento determinó sobreseer el juicio de amparo, al considerar que se actualizaba la causal de improcedencia prevista en el artículo 61, fracción XXIII, con relación al numeral 107, fracción I de la Ley de Amparo.
3.
Recurso de revisión. Inconforme, la parte quejosa interpuso recurso de revisión del cual tocó conocer al Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito.

4.
Solicitud de Ejercicio de la Facultad de Atracción. El 22 de mayo de 2024, el Tribunal Colegiado del conocimiento emitió resolución por la cual sometió a consideración de este Alto Tribunal, el ejercicio de la facultad de atracción respecto al estudio de constitucionalidad de los artículos 36 y 100 de la Ley del Registro Civil del Estado de Jalisco, por considerar que se trataba de un asunto de importancia y trascendencia, toda vez que se relacionaba con el alcance de la protección de datos personales, no discriminación y libre desarrollo de la personalidad respecto de anotaciones marginales en actas del registro civil.
5.
Trámite ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Mediante acuerdo de 11 de junio de 2024, la entonces Ministra Presidenta de la Suprema Corte de Justicia determinó que reasumía su competencia originaria para conocer del recurso de revisión y se admitió. Posteriormente, se turnó el asunto al entonces Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá y se envió el expediente a la extinta Primera Sala para su avocamiento.
6.
Al resolver el amparo en revisión 468/2024, la entonces Primera Sala consideró que los artículos 36 y 100 de la Ley del Registro Civil del Estado de Jalisco son contrarios a los derechos a la protección de datos personales y no discriminación, al no prever la posibilidad de emitir una copia del acta de nacimiento sin las anotaciones marginales respectivas al matrimonio y divorcio de una persona.
7.
Si bien la extinta Primera Sala determinó que las normas controvertidas sí perseguían una finalidad constitucional y racionalmente válida, en tanto lo que buscan es proteger y garantizar los derechos a identidad y personalidad jurídica, así como dar certeza sobre el estado civil de las personas; la sentencia también reconoce que la forma en que se regula dicha figura en los preceptos impugnados resulta contraria a los derechos humanos sobre la protección de datos personales, igualdad y no discriminación.
8.
En este sentido, la entonces Primera Sala resolvió que las porciones normativas “de nacimiento y en la” del artículo 36 y “nacimiento y” del artículo 100, ambos de la Ley del Registro Civil del Estado de Jalisco, son inconstitucionales. Ello, toda vez que los preceptos no solo carecen de una justificación racional y de un mecanismo adecuado para la protección de datos personales en documentos emitidos por el Estado -que tienen presunción de legalidad y de prueba plena- sino que también obligan a las personas a hacer públicos datos relacionados con su estado civil en un documento de identidad; cuestión que constituye una categoría sospechosa en términos del artículo 1º constitucional.
9.
Se concluyó que esta situación puede exponer a las personas a sufrir un trato discriminatorio tanto por parte del Estado como de particulares. Bajo tales consideraciones, la entonces Primera Sala concedió el amparo a la parte quejosa y declaró la inconstitucionalidad de las dos porciones normativas referidas de los artículos 36 y 100 de la Ley del Registro Civil del Estado de Jalisco.
II. TRÁMITE

10.
Solicitud. La Ministra Loretta Ortiz Ahlf
 comunicó a la entonces Ministra Presidenta de esta Suprema Corte, que la extinta Primera Sala resolvió el amparo en revisión 468/2024, mediante el cual se declaró la inconstitucionalidad de las porciones normativas “de nacimiento y en la” y “nacimiento y” de los artículos 36 y 100 de la Ley del Registro Civil del Estado de Jalisco.
11.
Radicación y admisión. La entonces ministra presidenta de la Suprema Corte de Justicia de la Nación radicó el oficio referido bajo el expediente “Declaratoria general de inconstitucionalidad 3/2025”
, admitió dicha declaratoria a trámite y ordenó notificar al Congreso del Estado de Jalisco con copia certificada del amparo en revisión 468/2024. Asimismo, la entonces ministra presidenta reservó el turno hasta en tanto se conformara la nueva integración de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación.

12.
Mediante acuerdo de presidencia de 8 de septiembre de 2025, el Ministro Presidente turnó el asunto al Ministro Espinosa Betanzo. Posteriormente, mediante acuerdo emitido el 24 de septiembre de 2025, se remitió el sumario a efecto de que esta Suprema Corte esté en aptitud de presentar un proyecto de resolución.
III. COMPETENCIA
13.
El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer de la presente declaratoria general de inconstitucionalidad, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 107, fracción II, tercer párrafo
, de la Constitución, en relación con los artículos 231 y 232 de la Ley de Amparo
, 16, fracción VI, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación
, y el punto Segundo, fracción IX, del Acuerdo General número 2/2025 (12a.)
, publicado el 19 de septiembre de 2025.
IV. LEGITIMACIÓN

14.
La solicitud de declaratoria general de inconstitucionalidad fue formulada por parte legitimada, pues la presentó la Ministra Presidenta de la entonces Primera Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 232 de la Ley de Amparo.
V. PROCEDENCIA
15.
La declaratoria general de inconstitucionalidad es procedente –en términos de lo previsto en los artículos 231 y 232 de la Ley de Amparo– ya que tiene como sustento un precedente obligatorio emitido por la entonces Primera Sala en el amparo en revisión 468/2024, por el que declaró la inconstitucionalidad de porciones normativas de los artículos 36 y 100, de la Ley del Registro Civil del Estado de Jalisco
. La inconstitucionalidad devino porque se estimó que dichas disposiciones constitucionales son contrarias a los derechos de protección de datos personales y no discriminación, al no prever la posibilidad de emitir una copia del acta de nacimiento sin las anotaciones marginales respectivas al matrimonio y divorcio de una persona.
16.
Debe precisarse que los preceptos normativos mencionados no corresponden a la materia tributaria, pues se trata de disposiciones que regulan los actos del registro civil, en particular, las anotaciones del estado civil en las actas de nacimiento.
VI. ESTUDIO
17.
De conformidad con lo dispuesto en el tercer párrafo de la fracción II del artículo 107 constitucional y en los artículos 231 y 232 de la Ley de Amparo, en relación con el punto Segundo del Acuerdo General Plenario 1/2021
, las declaratorias generales de inconstitucionalidad pueden realizarse a partir de un precedente obligatorio emitido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación derivado de la resolución de un amparo en revisión, por el cual se determine la inconstitucionalidad de una norma general.

18.
Al respecto, el artículo 232 de la Ley de Amparo señala que, cuando el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en los juicios de amparo indirecto en revisión, establezcan jurisprudencia en la que determinen la inconstitucionalidad de una norma general, se deberá notificar al órgano emisor de la norma, de conformidad con la fracción II, del artículo 107 constitucional.
19.
Ahora bien, este Tribunal Pleno comparte las consideraciones del amparo en revisión 468/2024 que llevaron a la extinta Primera Sala a declarar la inconstitucionalidad de los citados fragmentos normativos del artículo 36 y 100 de la Ley del Registro Civil del Estado de Jalisco por estimar que vulneran el derecho a la protección de datos personales de una categoría sospechosa consistente en el estado civil de las personas.

20.
Lo anterior, ya que tales porciones normativas no prevén la posibilidad de emitir una copia del acta de nacimiento sin las anotaciones marginales respectivas al matrimonio y divorcio de una persona; ello, al prever que todos los actos civiles deben obrar en anotaciones marginales en las actas de nacimiento y matrimonio, especialmente las actas de divorcio y resoluciones judiciales o administrativas relacionadas con la disolución del vínculo matrimonial.

21.
No obstante, a juicio de este Tribunal Pleno y tal como lo consideró la extinta Primera Sala, resulta un requisito prescindible que el acta de nacimiento contenga una anotación referente al estado civil, ya que el acta de nacimiento como documento de identidad no exige que se asiente información sobre el estado civil de la persona en cuestión; máxime cuando son dos atributos distintos de la personalidad.

22.
Así, como lo sostuvo la extinta Primera Sala, se estima que las disposiciones cuestionadas sin una justificación racional, ya que obliga a las personas a hacer públicos datos relacionados con su estado civil en un documento de identidad; siendo el estado civil una categoría sospechosa en términos del artículo 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
23.
Por otra parte, el artículo 232 de la Ley de Amparo también dispone que, una vez notificado el órgano emisor y transcurrido el plazo de 90 días naturales sin que se modifique o derogue la norma declarada inconstitucional, el Pleno de la Suprema Corte emitirá la declaratoria general de inconstitucionalidad correspondiente. No obstante, la Ley de Amparo aclara que, cuando el órgano emisor de dicha norma es el órgano legislativo federal o local, el plazo referido se computará dentro de los días útiles de los periodos ordinarios de sesiones determinados en la normatividad correspondiente.

24.
En el presente caso, la declaratoria general de inconstitucionalidad se admitió a trámite el 5 de junio de 2025, derivado del amparo en revisión 468/2024, en el que la entonces Primera Sala en sesión de 25 de septiembre de 2024, declaró la inconstitucionalidad de porciones normativas de los artículos 36 y 100 de la Ley del Registro Civil del Estado de Jalisco. Posteriormente, el Congreso del Estado de Jalisco fue notificado el 20 de junio de 2025 sobre el trámite de la declaratoria general de inconstitucionalidad 3/2025 relacionada con el amparo en revisión 468/2024.
25.
A fin de verificar si esta declaratoria general de inconstitucionalidad cumple con el requisito de temporalidad previsto en la fracción II, párrafo tercero, del artículo 107 de la Constitución, es importante tener en cuenta el tercer párrafo del artículo 232 de la Ley de Amparo
, en el cual se prevé que, cuando el órgano emisor de la disposición considerada inconstitucional sea el órgano legislativo federal o local, el plazo de noventa días debe computarse dentro de los días útiles de los periodos ordinarios de sesiones determinados en la Constitución general o local, según corresponda.
26.
En el caso, el Congreso del Estado de Jalisco fue quien expidió la Ley del Registro Civil de dicha entidad federativa, por lo que debe atenderse al periodo ordinario de sesiones que, para el desempeño de los trabajos legislativos de dicho congreso, se previó en la Constitución local y en las leyes aplicables. Al respecto, en el artículo 25 de la Constitución Política del Estado de Jalisco
 se prevé que el Congreso del Estado tendrá dos períodos ordinarios de sesiones al año: el primero, del 1º de febrero al 31 de marzo; y el segundo, del 1° de octubre al 31 de diciembre.
27.
Ahora bien, se reitera que el último párrafo del artículo 232 de la Ley de Amparo dispone un plazo de noventa días naturales para que el legislador local corrija la inconstitucionalidad de la norma. Dicho plazo, deberá computarse dentro de los días útiles del periodo ordinario de sesiones del órgano legislativo emisor de la disposición considerada inconstitucional.
28.
En ese sentido, para establecer el plazo en el cual el Congreso del Estado de Jalisco debió corregir la inconstitucionalidad de las porciones normativas en términos del amparo en revisión 468/2024 el plazo de 90 días naturales establecido en el artículo 232 de la Ley de Amparo debe computarse dentro de los días útiles de los periodos ordinarios de sesiones establecidos en la Constitución general o local, según corresponda. En este caso, deben tomarse en cuenta los días en los que el Congreso del Estado de Jalisco estuvo en aptitud de llevar a cabo su trabajo legislativo dentro de los periodos ordinarios de sesiones establecidos en la Constitución local.
29.
Conforme a lo anterior, debe partirse de que el acuerdo de trámite de la presente declaratoria de inconstitucionalidad se notificó al Congreso del Estado de Jalisco el 20 de junio de 2025, por lo que surtió sus efectos ese mismo día, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 31, fracción I, párrafo primero, de la Ley de Amparo
.
30.
Así, de conformidad con el periodo de sesiones establecido en el artículo 25 de la Constitución Política del Estado de Jalisco
, el plazo de 90 días naturales concedido al Congreso del Estado de Jalisco para ajustar la normativa declarada inconstitucional, transcurrió del 1º de octubre de 2025 al 10 de marzo de 2026. Lo anterior, sin tomar en cuenta enero por no formar parte de los periodos ordinarios de sesiones, ni los días 17 de noviembre y 25 de diciembre de 2025, así como 2 de febrero de 2026 por considerarse de descanso obligatorio conforme a lo dispuesto en la Ley para los Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios, y descontando los días 21, 22, 28, 29 de junio; 4, 5, 11, 12, 18, 19, 25 y 26 de octubre; 1, 2, 8, 9, 15,16, 22, 23, 29 y 30 de noviembre; 6, 7, 13, 14, 20, 21, 27 y 28 de diciembre de 2025; 1o, 7, 8, 14, 15, 21, 22 y 28 de febrero; así como 1º, 7 y 8 de marzo de 2026 por ser sábados y domingos, como puede verse a continuación:
	Cómputo


	Junio de 2025

	Domingo
	Lunes
	Martes
	Miércoles
	Jueves
	Viernes
	Sábado

	1
	2
	3
	4
	5
	6
	7

	8
	9
	10
	11
	12
	13
	14

	15
	16
	17
	18
	19
	20 Notificación
	21

	22
	23
	24
	25
	26
	27
	28

	29
	30
	
	
	
	
	


	Octubre de 2025

	Domingo
	Lunes
	Martes
	Miércoles
	Jueves
	Viernes
	Sábado

	
	
	
	1

1
	2

2
	3

3
	4

	5
	6

4
	7

5
	8

6
	9

7
	10

8
	11

	12
	13

9
	14

10
	15

11
	16

12
	17

13
	18

	19
	20

14
	21

15
	22

16
	23

17
	24

18
	25

	26
	27

19
	28

20
	29

21
	30

22
	31

23
	


	Noviembre de 2025

	Domingo
	Lunes
	Martes
	Miércoles
	Jueves
	Viernes
	Sábado

	
	
	
	
	
	
	1

	2
	3

24
	4

25
	5

26
	6

27
	7

28
	8

	9
	10

29
	11

30
	12

31
	13

32
	14

33
	15

	16
	17
	18

34
	19

35
	20

36
	21

37
	22

	23
	24

38
	25

39
	26

40
	27

41
	28

42
	29

	30
	
	
	
	
	
	


	Diciembre de 2025

	Domingo
	Lunes
	Martes
	Miércoles
	Jueves
	Viernes
	Sábado

	
	1

43
	2

44
	3

45
	4

46
	5

47
	6

	7
	8

48
	9

49
	10

50
	11

51
	12

52
	13

	14
	15

53
	16

54
	17

55
	18

56
	19

57
	20

	21
	22

58
	23

59
	24

60
	25
	26

61
	27

	28
	29

62
	30

63
	31

64
	
	
	


	Enero de 2026

	Domingo
	Lunes
	Martes
	Miércoles
	Jueves
	Viernes
	Sábado

	
	
	
	
	1
	2
	3

	4
	5
	6
	7
	8
	9
	10

	11
	12
	13
	14
	15
	16
	17

	18
	19
	20
	21
	22
	23
	24

	25
	26
	27
	28
	29
	30
	31


	Febrero de 2026

	Domingo
	Lunes
	Martes
	Miércoles
	Jueves
	Viernes
	Sábado

	1
	2
	3

65
	4

66
	5

67
	6

68
	7

	8
	9

69
	10

70
	11

71
	12

72
	13

73
	14

	15
	16

74
	17

75
	18

76
	19

77
	20

78
	21

	22
	23

79
	24

80
	25

81
	26

82
	27

83
	28


	Marzo de 2026

	Domingo
	Lunes
	Martes
	Miércoles
	Jueves
	Viernes
	Sábado

	1
	2

84
	3

85
	4

86
	5

87
	6

88
	7

	8
	9

89
	10

90
	11
	12
	13
	14

	15
	16
	17
	18
	19
	20
	21

	22
	23
	24
	25
	26
	27
	28

	29
	30
	31
	
	
	
	


31.
Establecido lo anterior, este Tribunal Pleno advierte que, a la fecha, el Congreso del Estado de Jalisco no ha reformado o derogado los artículos 36 en su porción normativa “de nacimiento y en la” y el artículo 100 en su porción normativa “nacimiento y” ambos de la Ley del Registro Civil del Estado de Jalisco. Ello, toda vez que no ha sido publicado en la Gaceta Legislativa del Congreso local algún decreto en tal sentido, por lo que subsiste el problema de inconstitucionalidad. En consecuencia, este Tribunal Pleno debe realizar la declaratoria general de inconstitucionalidad correspondiente.

32.
Así pues, con fundamento en el artículo 107, fracción II, párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, este Tribunal Pleno emite la declaratoria general de inconstitucionalidad en los términos que se precisarán en el apartado siguiente.
33.
Por tanto, atendiendo a que ha transcurrido el plazo de noventa días a que se refiere el párrafo tercero de la fracción II del artículo 107 de la Constitución Federal,
 sin que el Congreso del Estado de Jalisco hubiera llevado a cabo su labor legislativa a fin de superar el vicio de inconstitucionalidad determinado en un precedente obligatorio de la extinta Primera Sala de este Alto Tribunal, ha lugar a declarar fundada la presente declaratoria general de inconstitucionalidad con los alcances y condiciones que se detallarán a continuación.
VII. EFECTOS
34.
Este Tribunal Pleno considera importante enfatizar que el artículo 107, fracción II, párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, confiere a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación amplias facultades para fijar los efectos que deban imprimirse a una declaratoria general de inconstitucionalidad con la finalidad de que se supere eficazmente el problema de inconstitucionalidad generado por las normas así declaradas en sus precedentes obligatorios.

35.
Por su parte, el artículo 234 de la Ley de Amparo establece que la declaratoria en ningún caso podrá modificar el sentido de la resolución que le dio origen, será obligatoria y tendrá efectos generales. Asimismo, dispone que la declaratoria establecerá la fecha a partir de la cual surtirá sus efectos y los alcances y condiciones de la declaratoria de inconstitucionalidad. Finalmente, señala que los efectos de la declaratoria no serán retroactivos, salvo en materia penal.

36.
Por lo anterior, este Tribunal Pleno emite la declaratoria general de inconstitucionalidad de las siguientes porciones normativas de la Ley del Registro Civil del Estado de Jalisco:

i)
“de nacimiento y en la” del artículo 36, y;

ii)
 “nacimiento y”, del artículo 100.
37.
Con fundamento en el artículo 234 de la Ley de Amparo, la declaratoria general de inconstitucionalidad surtirá efectos generales a partir de la notificación de los puntos resolutivos de la presente sentencia al Congreso del Estado de Jalisco y no podrá tener efectos retroactivos.
VIII. DECISIÓN
38.
Por lo expuesto y fundado, se resuelve:
PRIMERO. Es procedente y fundada la presente declaratoria general de inconstitucionalidad.
SEGUNDO. Se declara la inconstitucionalidad de los artículos 36, en su porción normativa “de nacimiento y en la”, y 100, en su porción normativa “nacimiento y”, de la Ley del Registro Civil del Estado de Jalisco, la cual surtirá sus efectos generales a partir de la notificación de estos puntos resolutivos al Congreso de dicha entidad federativa.
TERCERO. Publíquese esta resolución en el Diario Oficial de la Federación, en el Periódico Oficial del Estado de Jalisco, así como en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.
Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación por unanimidad de siete votos de las personas Ministras Herrerías Guerra, Espinosa Betanzo, Ríos González, Esquivel Mossa, Figueroa Mejía, Guerrero García y Presidenta en funciones Batres Guadarrama. La señora Ministra Herrerías Guerra anunció voto concurrente.
Las personas Ministras Loretta Ortiz Ahlf y Presidente Hugo Aguilar Ortiz no asistieron a la sesión de veintiuno de abril de dos mil veintiséis, la primera previo aviso a la Presidencia y el segundo por desempeñar una comisión oficial.
Dada la ausencia del señor Ministro Presidente Aguilar Ortiz, la señora Ministra Batres Guadarrama asumió provisionalmente la Presidencia, conforme a lo señalado en el artículo 19 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, para el desarrollo de esta sesión pública.
La señora Ministra Presidenta en funciones Batres Guadarrama declaró que el asunto se resolvió en los términos precisados.
Firman la señora Ministra Presidenta en funciones y el señor Ministro Ponente, con el Secretario General de Acuerdos, quien autoriza y da fe.
Presidenta en Funciones, Ministra Lenia Batres Guadarrama.- (El presente documento se suscribe con Firma Electrónica del Poder Judicial de la Federación [FIREL]).- Ponente, Ministro Irving Espinosa Betanzo.- (El presente documento se suscribe con Firma Electrónica del Poder Judicial de la Federación [FIREL]).- Secretario General de Acuerdos, Daniel Álvarez Toledo.- (El presente documento se suscribe con Firma Electrónica del Poder Judicial de la Federación [FIREL]).
DANIEL ÁLVAREZ TOLEDO, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copias fotostática constante de nueve fojas útiles, concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente de la sentencia emitida en la declaratoria general de inconstitucionalidad 3/2025, promovida por la Ministra Loretta Ortiz Ahlf, entonces Presidenta de la Extinta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en su sesión del veintiuno de abril de dos mil veintiséis. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a nueve de julio de dos mil veintiséis.- Rúbrica.
� Resuelto en sesión de 25 de septiembre de 2024, por mayoría de 4 votos de la Ministra Loretta Ortiz Ahlf, quien se reservó el derecho de formular voto concurrente; el entonces Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá (ponente); la entonces Ministra Ana Margarita Ríos Farjat quien vota con el sentido, pero se aparta de consideraciones y se reserva derecho de formular voto concurrente; y el entonces Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. El entonces Ministro Presidente Jorge Mario Pardo Rebolledo votó en contra y se reservó el derecho a formular voto particular. 


� Mediante oficio de 3 de junio de 2025, en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, recibido el 4 de junio del mismo año.


� Por acuerdo de 5 de junio de 2025.


� Integrada el 1º de septiembre de 2025.


� Artículo 107. Las controversias de que habla el artículo 103 de esta Constitución, con excepción de aquellas en materia electoral, se sujetarán a los procedimientos que determine la ley reglamentaria, de acuerdo con las bases siguientes: […]


II. Las sentencias que se pronuncien en los juicios de amparo sólo se ocuparán de los quejosos que lo hubieren solicitado, limitándose a ampararlas y protegerlas, si procediere, en el caso especial sobre el que verse la demanda. Tratándose de juicios de amparo que resuelvan la inconstitucionalidad de normas generales, en ningún caso las sentencias que se dicten fijarán efectos generales. No procederá el juicio de amparo contra adiciones o reformas a esta Constitución. 


Cuando en los juicios de amparo indirecto en revisión se resuelva la inconstitucionalidad de una norma general, la Suprema Corte de Justicia de la Nación lo informará a la autoridad emisora correspondiente.


Cuando los Tribunales Colegiados de Circuito establezcan jurisprudencia por reiteración, o la Suprema Corte de Justicia de la Nación por precedentes, en la cual se determine la inconstitucionalidad de una norma general, su Presidente lo notificará a la autoridad emisora. Transcurrido el plazo de 90 días naturales sin que se supere el problema de inconstitucionalidad, la Suprema Corte de Justicia de la Nación emitirá, siempre que fuere aprobada por una mayoría de cuando menos seis votos, la declaratoria general de inconstitucionalidad, con efectos generales, en la cual se fijarán sus alcances y condiciones en los términos de la ley reglamentaria. […].


� Artículo 231. Cuando el pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en los juicios de amparo indirecto en revisión, resuelvan la inconstitucionalidad de una norma general, la persona titular de la Presidencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación deberá informarlo a la autoridad emisora de la norma en un plazo de quince días. 


Lo dispuesto en el presente Capítulo no será aplicable a normas en materia tributaria.


Artículo 232. Cuando el pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en los juicios de amparo indirecto en revisión, establezcan jurisprudencia en la que determinen la inconstitucionalidad de una norma general, se procederá a la notificación a que se refiere el tercer párrafo de la fracción II del artículo 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 


Una vez que se hubiere notificado al órgano emisor de la norma y transcurrido el plazo de 90 días naturales sin que se modifique o derogue la norma declarada inconstitucional, el pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación emitirá la declaratoria general de inconstitucionalidad correspondiente siempre que hubiera sido aprobada por mayoría de cuando menos seis votos. 


Cuando el órgano emisor de la norma sea el órgano legislativo federal o local, el plazo referido en el párrafo anterior se computará dentro de los días útiles de los periodos ordinarios de sesiones determinados en la Constitución Federal, en el Estatuto de Gobierno del Distrito Federal, o en la Constitución Local, según corresponda. 


� Artículo 16. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá: […]


VI. De los procedimientos de declaratoria general de inconstitucionalidad, de conformidad con lo establecido en la Ley de Amparo, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; […].


� SEGUNDO. Competencia reservada del Pleno de la SCJN. La SCJN conservará para su resolución:


IX. Los procedimientos de declaratoria general de inconstitucionalidad; […].


� Artículo 36. Los actos del estado civil relativos a la misma persona deberán anotarse en su acta de nacimiento y en la de matrimonio cuando lo hubiere celebrado, debiendo remitirse mediante oficio o utilizando los medios electrónicos de conformidad con esta ley y demás disposiciones aplicables, copia certificada del Archivo General y Oficialía que corresponda, ya sea en el interior o fuera del Estado. Estas anotaciones marginales se insertarán en todas las copias certificadas que se expidan. 


Artículo 100. Extendida el acta de divorcio se anotará en las actas de nacimiento y matrimonio de los divorciados, la copia de la sentencia mencionada o resolución administrativa se archivará con el mismo número del acta de divorcio en el apéndice correspondiente. 


� SEGUNDO. Las razones que justifiquen las decisiones contenidas en las sentencia dictadas a partir de la entrada en vigor de este Acuerdo General, por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación por mayoría de ocho votos, y por las Salas, por mayoría de cuatro votos, en la totalidad de los asuntos de su competencia, serán obligatorias para todas las autoridades jurisdiccionales de la Federación y de las entidades federativas, en los términos precisados en el Punto Noveno del presente Acuerdo General.


� Artículo 232. […]


Cuando el órgano emisor de la norma sea el órgano legislativo federal o local, el plazo referido en el párrafo anterior se computará dentro de los días útiles de los periodos ordinarios de sesiones determinados en la Constitución Federal, en el Estatuto de Gobierno del Distrito Federal, o en la Constitución Local, según corresponda. 


� Artículo 25.- El Congreso sesionará por lo menos cuatro veces al mes durante los períodos comprendidos del primero de febrero al treinta y uno de marzo y del primero de octubre al treinta y uno de diciembre de cada año, fuera de los cuales sesionará al menos una vez al mes.


Para el conocimiento de los dictámenes relativos a la materia de responsabilidad de los servidores públicos, deberá convocarse a la celebración de sesiones extraordinarias.


� Artículo 31. Las notificaciones surtirán sus efectos conforme a las siguientes reglas:


I. Las que correspondan a las autoridades responsables y a las autoridades que tengan el carácter de terceros interesados, desde el momento en que hayan quedado legalmente hechas; […].


� Artículo 25. El Congreso sesionará por lo menos cuatro veces al mes durante los períodos comprendidos del primero de febrero al treinta y uno de marzo y del primero de octubre al treinta y uno de diciembre de cada año, fuera de los cuales sesionará al menos una vez al mes.


Para el conocimiento de los dictámenes relativos a la materia de responsabilidad de los servidores públicos, deberá convocarse a la celebración de sesiones extraordinarias.


� “Artículo 107. […]


II. […]


Cuando los Tribunales Colegiados de Circuito establezcan jurisprudencia por reiteración, o la Suprema Corte de Justicia de la Nación por precedentes, en la cual se determine la inconstitucionalidad de una norma general, su Presidente lo notificará a la autoridad emisora. Transcurrido el plazo de 90 días naturales sin que se supere el problema de inconstitucionalidad, la Suprema Corte de Justicia de la Nación emitirá, siempre que fuere aprobada por una mayoría de cuando menos seis votos, la declaratoria general de inconstitucionalidad, con efectos generales, en la cual se fijarán sus alcances y condiciones en los términos de la ley reglamentaria”.





